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Hermosillo, Sonora, a 11 de noviembre de 2026




HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SONORA
PRESENTE.

ASUNTO: Observaciones y propuestas de perfeccionamiento legislativo a la iniciativa de reforma de la Ley de Hacienda del Estado de Sonora, presentada por el diputado Norberto Barraza Almazán.


En atención a la cordial invitación girada por el H. Congreso del Estado de Sonora para participar en el Parlamento Abierto en materia de reforma a la Ley de Hacienda del Estado, programado para el 11 de noviembre de 2026, el Consejo Integrador de la Construcción, la Industria y el Desarrollo (INCIDE, A.C.) presenta respetuosamente las siguientes observaciones, consideraciones técnicas y propuestas de perfeccionamiento legislativo.

Nuestra participación se realiza con espíritu propositivo y de colaboración institucional, buscando contribuir al fortalecimiento de la certeza jurídica, la simplificación administrativa, la eficiencia gubernamental, la competitividad económica y la protección de los derechos de los contribuyentes.

INCIDE, como organismo integrador de asociaciones empresariales, colegios de profesionistas, instituciones académicas y organizaciones de la sociedad civil, reconoce la importancia de promover iniciativas que incentiven el cumplimiento de las obligaciones fiscales y mejoren la calidad de los servicios públicos.

Consideramos positiva la intención de reconocer a los contribuyentes cumplidos mediante mecanismos de atención administrativa prioritaria. Sin embargo, estimamos necesario precisar sus alcances, evitar posibles desigualdades y garantizar que la reducción de tiempos no comprometa la legalidad, la calidad técnica ni la seguridad de las personas.

El cumplimiento de las obligaciones fiscales constituye un deber legal de los contribuyentes, mientras que la prestación eficiente, oportuna y legal de los servicios públicos constituye una responsabilidad de las autoridades.

En consecuencia, sostenemos que el mejoramiento de los servicios gubernamentales debe beneficiar a toda la ciudadanía, sin perjuicio de establecer incentivos administrativos razonables, transparentes y debidamente justificados.

I. CONSIDERACIONES GENERALES

PRIMERA. Igualdad de trato y criterios objetivos de atención.

La iniciativa contempla otorgar atención prioritaria a personas físicas y morales que acrediten un cumplimiento fiscal continuo mínimo de doce meses.




Si bien el propósito de incentivar el cumplimiento resulta atendible, consideramos necesario justificar objetivamente dicho periodo, evitando que se generen desventajas injustificadas para empresas de reciente creación, emprendedores, contribuyentes que regularizaron su situación fiscal o personas que inician actividades económicas.

La atención prioritaria deberá sustentarse en criterios razonables, proporcionales y transparentes, sin afectar los derechos ni los plazos legales de los demás solicitantes.

SEGUNDA. Diferenciación entre atención prioritaria y resolución de trámites.

Consideramos indispensable distinguir entre la atención administrativa inicial y la resolución definitiva de un procedimiento.

La asignación preferente de citas, recepción documental u orientación administrativa no debe interpretarse como autorización para alterar indebidamente el orden de resolución de expedientes, reducir requisitos legales o anticipar decisiones sin la revisión correspondiente.

La eficiencia gubernamental debe medirse por el tiempo efectivo de resolución y la calidad de sus resultados, no únicamente por la rapidez con que se recibe una solicitud.

TERCERA. Simplificación administrativa y coordinación institucional.

La verdadera mejora regulatoria debe orientarse a eliminar requisitos duplicados, reducir costos de cumplimiento y evitar que los ciudadanos deban obtener documentos que las propias autoridades generan, conservan o pueden consultar legalmente.

Se propone fortalecer los mecanismos de coordinación e intercambio de información entre dependencias, respetando sus atribuciones y las disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales.

CUARTA. Preservación de la seguridad y responsabilidad técnica.

La agilización de trámites no debe implicar la omisión, reducción o sustitución indebida de inspecciones, estudios, dictámenes o verificaciones técnicas legalmente exigibles para proteger la vida, la salud, la integridad física, el patrimonio, la seguridad y el medio ambiente.

La eliminación de cargas administrativas innecesarias debe distinguirse claramente de la supresión de controles técnicos indispensables.

QUINTA. Respeto a la autonomía municipal.

Las disposiciones propuestas deberán distinguir las atribuciones del Gobierno del Estado de aquellas que corresponden constitucional y legalmente a los ayuntamientos.

La participación municipal podrá instrumentarse mediante mecanismos de coordinación y disposiciones propias, sin imponer obligaciones que excedan las competencias legislativas correspondientes.


SEXTA. Transparencia, evaluación y rendición de cuentas.

Se considera indispensable establecer indicadores públicos que permitan conocer los resultados reales de la reforma, particularmente los tiempos de atención y resolución, el cumplimiento de plazos legales, la disminución de requisitos y la satisfacción ciudadana.

Asimismo, deberán evaluarse los posibles efectos de la atención preferencial sobre los demás usuarios de los servicios públicos.

SÉPTIMA. Viabilidad administrativa y presupuestaria.

La implementación de mecanismos de consulta electrónica, intercambio de información, capacitación y seguimiento institucional puede requerir adecuaciones operativas y tecnológicas.

Por ello, se propone acompañar la reforma con una evaluación de impacto administrativo, tecnológico y presupuestario que permita establecer condiciones reales de implementación, sin presumir anticipadamente la inexistencia absoluta de costos.

II. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN LEGISLATIVA

Con el propósito de fortalecer la iniciativa, proponemos que la comisión dictaminadora revise la ubicación normativa de las disposiciones permanentes, incorporándolas al ordenamiento sustantivo o administrativo que jurídicamente corresponda, reservando los artículos transitorios para regular su entrada en vigor e implementación.
Para facilitar el análisis legislativo, se presenta la siguiente propuesta de redacción, conservando provisionalmente la identificación de los artículos sexto y séptimo utilizados en la iniciativa original.

ARTÍCULO SEXTO. ATENCIÓN ADMINISTRATIVA PRIORITARIA

SE PROPONE QUE DIGA:

Las personas físicas y morales inscritas en el Registro Estatal de Contribuyentes que acrediten el cumplimiento de sus obligaciones fiscales durante los últimos doce meses podrán acceder a mecanismos de atención administrativa prioritaria en los trámites estatales vinculados con actividades económicas y generación de empleos, conforme al catálogo, los criterios objetivos y las disposiciones que establezcan las autoridades competentes.

La autoridad deberá justificar técnicamente el periodo de cumplimiento exigido y establecer mecanismos proporcionales que permitan considerar a contribuyentes de reciente inscripción, empresas de nueva creación y personas que hayan regularizado sus obligaciones fiscales, evitando distinciones injustificadas.

La acreditación del cumplimiento fiscal deberá realizarse preferentemente mediante mecanismos de consulta institucional legalmente autorizados, evitando solicitar documentos o constancias que puedan obtenerse directamente de las autoridades competentes.

La atención administrativa prioritaria podrá comprender mecanismos de orientación, asignación de citas, recepción documental y seguimiento de solicitudes, sin que ello implique necesariamente la resolución preferente de los procedimientos.

En ningún caso la atención prioritaria podrá afectar los derechos ni los plazos legales de los demás solicitantes, alterar indebidamente el orden de resolución de los expedientes o constituir una autorización para omitir, reducir o sustituir requisitos técnicos, inspecciones, dictámenes o verificaciones legalmente exigibles para proteger la vida, la integridad física, la salud, el patrimonio, la seguridad y el medio ambiente.

Los procedimientos deberán resolverse conforme a la legislación aplicable, considerando su naturaleza, complejidad técnica, plazos legales y riesgos asociados.

ARTÍCULO SÉPTIMO. IMPLEMENTACIÓN, SIMPLIFICACIÓN Y EVALUACIÓN

SE PROPONE QUE DIGA:

Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, las autoridades estatales competentes deberán realizar, en el ámbito de sus atribuciones, las adecuaciones normativas y administrativas necesarias para implementar los mecanismos de atención prioritaria previstos en el presente ordenamiento, considerando las siguientes disposiciones:

I. Catálogo de trámites. Publicar el catálogo de trámites comprendidos en los mecanismos de atención prioritaria, identificando requisitos, plazos legales, autoridades responsables y criterios de aplicación.
II. Simplificación documental. Eliminar requisitos duplicados o innecesarios y evitar solicitar a los particulares documentos, constancias o información que ya obren en poder de la autoridad responsable o que puedan obtenerse legalmente mediante mecanismos de consulta e intercambio de información entre dependencias públicas.
III. Coordinación institucional. Establecer mecanismos de colaboración e intercambio de información entre las dependencias competentes, respetando sus atribuciones, la protección de datos personales y las disposiciones legales aplicables.
IV. Cumplimiento de plazos. Implementar mecanismos de seguimiento que permitan verificar el cumplimiento de los plazos legales y evitar retrasos administrativos injustificados.
Los requerimientos adicionales, prevenciones y suspensiones de plazos deberán encontrarse debidamente fundados y motivados, conforme a las disposiciones legales aplicables.
V. Seguridad y responsabilidad técnica. Preservar los requisitos, inspecciones, dictámenes, verificaciones y demás controles técnicos legalmente exigibles, evitando que la simplificación administrativa comprometa la seguridad de las personas o la legalidad de los procedimientos.
VI. Indicadores de desempeño. Establecer y publicar indicadores sobre tiempos promedio de atención y resolución, porcentaje de procedimientos concluidos dentro del plazo legal, requisitos eliminados, quejas recibidas y satisfacción de los usuarios.
VII. Evaluación de resultados. Presentar una evaluación pública al cumplirse doce meses de operación, identificando beneficios, dificultades, costos de implementación y posibles efectos sobre los contribuyentes que no accedan a los mecanismos de atención prioritaria.
VIII. Viabilidad presupuestaria. Realizar una estimación de los requerimientos administrativos, tecnológicos y presupuestarios necesarios para implementar las disposiciones, procurando aprovechar la infraestructura y los recursos institucionales disponibles.
IX. Participación municipal. Los ayuntamientos podrán establecer mecanismos equivalentes de simplificación y atención administrativa, conforme a sus atribuciones, disposiciones aplicables y autonomía constitucional, pudiendo celebrar los instrumentos de coordinación que resulten procedentes.


La implementación de estas disposiciones deberá privilegiar la mejora efectiva de los procedimientos y la reducción de cargas administrativas, sin afectar los derechos de los particulares ni la responsabilidad de las autoridades.

III. RECOMENDACIONES ADICIONALES A LA COMISIÓN DICTAMINADORA

Con independencia de las modificaciones propuestas, consideramos conveniente que durante el proceso de dictaminación se atiendan los siguientes aspectos:

1. Ubicación normativa. Determinar si las disposiciones relativas a la atención administrativa prioritaria deben incorporarse a la Ley de Hacienda del Estado o a la legislación administrativa aplicable, evitando establecer reglas permanentes exclusivamente mediante artículos transitorios.
2. Justificación del plazo fiscal. Evaluar la pertinencia del requisito de doce meses de cumplimiento continuo, considerando sus posibles efectos sobre nuevos contribuyentes y actividades económicas de reciente creación.
3. Definición de trámites comprendidos. Delimitar los procedimientos a los que resultará aplicable la atención prioritaria, evitando interpretaciones discrecionales o extensivas.
4. Certeza jurídica. Establecer criterios verificables y públicos que permitan a los particulares conocer las condiciones de acceso a los mecanismos preferenciales.
5. Impacto administrativo. Solicitar a las autoridades competentes una valoración de la viabilidad operativa y presupuestaria de las medidas propuestas.
6. Evaluación institucional. Prever mecanismos de seguimiento que permitan al Poder Legislativo conocer los resultados de la reforma y, en su caso, promover adecuaciones posteriores.

IV. POSICIONAMIENTO INSTITUCIONAL

El Consejo Integrador de la Construcción, la Industria y el Desarrollo (INCIDE, A.C.) manifiesta su respaldo al propósito general de la iniciativa presentada por el diputado Norberto Barraza Almazán, al considerar positiva la intención de incentivar el cumplimiento fiscal y mejorar la eficiencia de los servicios gubernamentales.

No obstante, estimamos indispensable perfeccionar su contenido para garantizar que los mecanismos propuestos sean jurídicamente sólidos, administrativamente viables, socialmente equitativos y técnicamente responsables.

Consideramos que la mejora regulatoria no debe limitarse a establecer mecanismos de atención preferencial, sino orientarse a transformar la relación entre ciudadanía y gobierno mediante procedimientos más sencillos, transparentes, eficientes y seguros.

La eficiencia administrativa no debe medirse únicamente por la cantidad de trámites eliminados o por la rapidez de atención, sino por la capacidad de las instituciones para resolver correctamente, dentro de los plazos legales y con resultados que generen valor público.

Desde INCIDE reiteramos nuestra disposición para colaborar técnicamente, mediante los organismos empresariales, profesionales, académicos y sociales que integran nuestra organización, en el análisis y perfeccionamiento de las disposiciones legislativas que contribuyan a fortalecer la competitividad, la confianza ciudadana y la eficiencia institucional.

Un día ganado en un trámite no vale una vida; pero tampoco debemos perder días en procedimientos que no aportan valor.


Porque la verdadera mejora regulatoria no consiste únicamente en resolver más rápido, sino en resolver correctamente, con certeza jurídica, eficiencia y responsabilidad.

El mejor reconocimiento al contribuyente cumplido es un gobierno que también cumple.


ATENTAMENTE



ING. JESÚS GUILLERMO MORENO RÍOS 
Presidente del Consejo Integrador de la Construcción, 
la Industria y el Desarrollo INCIDE, A.C.
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